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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Félix Laviña. 
MIEMBROS: Señores Representantes Antonio López, Enrique Pintado y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Doctor Roberto Garretón, Representante Regional para América Latina y el Caribe del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos; por la Oficina del Alto 
Comisionado en Ginebra señor Pedro Vera y señora Teresa Albero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Laviña).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes de la República Oriental del 
Uruguay tiene el alto honor de recibir al doctor Roberto Garretón, Representante del Alto Comisionado para 
los Derechos Humanos, a la señora Teresa Albero y al señor Pedro Vera, integrantes de la Oficina del Alto 
Comisionado en Ginebra. 


Uruguay tiene una tradición en materia de protección de los derechos humanos, no solo legislativa y de 
conducta de adhesión a los Tratados Internacionales en la materia, sino también con respecto al sistema de 
protección de los derechos de Naciones Unidas y del sistema interamericano. Inclusive, promovió uno de los 
primeros Tratados en el sistema interamericano y redactó los proyectos originales. Eso me recuerda los años 
casi jóvenes de la Universidad, en donde se promovían todas estas iniciativas de defensa de los derechos 
humanos y la redacción de los distintos documentos que se plasmaron posteriormente en Tratados 
Internacionales. 


Para Uruguay también este es un tema muy sensible y tiene que ver mucho con su sistema político y 
democrático, que es el sistema que garantiza o crea las vías necesarias para que la protección de los derechos 
humanos se realice en todos sus planos, tanto en lo político, como en lo económico y social. 


Por todo ello esta Comisión se siente honrada al ser visitada por el doctor Roberto Garretón, y lo hace con 
mucho gusto. 


SEÑOR GARRETÓN.- Muchas gracias. 


Soy el representante en América Latina del Alto Comisionado, el señor Sergio Viera de Melo que, como 
ustedes saben, fue asesinado hace tres semanas en Bagdad. Además, estoy acompañado de dos profesionales 
de la Oficina de Ginebra, la señora Teresa Albero y Pedro Vera. 


La verdad es que me complace mucho escuchar lo que dice el señor Presidente, a lo que agregaría lo 
siguiente. Lamentablemente Uruguay fracasó en una iniciativa espectacular que tuvo cuando se redactaba la 
Carta de Naciones Unidas, porque lo que quiso fue que en dicha Carta se incluyera una Declaración de 
Derechos. De esa manera se habría ahorrado la discusión posterior de si es derecho o no en la Declaración 
aprobada en el año 1948. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esa ocasión nos representó el profesor Justino Jiménez de Aréchaga, 
quien también participó en la redacción de la primera Carta de Derechos Humanos, que estableció un 
plan general que, posteriormente, fue enriquecido con los tratados subsiguientes. 


SEÑOR GARRETÓN.- Exactamente. También iba a aludir a Justino y a Eduardo Jiménez de 
Aréchaga, quienes son un orgullo para los latinoamericanos. 


Uruguay también fracasó en otra cosa: en la creación del cargo de Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos, porque el primer proyecto que se presentó en los años cincuenta fue uruguayo. Pero la guerra fría 
no admitía un Alto Comisionado para los Derechos Humanos y, lamentablemente, la iniciativa de Uruguay, 
visionaria en ese momento, fracasó. Posteriormente, vino a fructificar en la Conferencia Mundial de Viena 
sobre Derechos Humanos del año 1993, y después en la Asamblea General de Naciones Unidas, que aprobó 
la creación de este cargo. Por lo tanto, aquí hay marco uruguayo, como también lo hay en la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos. De manera que estamos hablando en terreno firme, de compromiso 
por los derechos humanos. 


¿Por qué estamos aquí en Uruguay? A petición del Gobierno uruguayo, quien hace aproximadamente tres 
años, en 1999, presentó un proyecto de asistencia técnica de asesoría al Parlamento, en aras de contar con 
asesoría en la adecuación de la legislación interna a los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
En nuestros países no hay leyes que se ajusten un 100% a los instrumentos internacionales de derechos 
humanos. En ocasiones, los nuevos textos de derechos humanos han avanzado más rápido que las 
legislaciones internas. Si vemos, por ejemplo, la Convención contra la discriminación racial, que es del año 
1965, podemos observar que ya está atrasada, porque ha habido nuevos desarrollos en Durven, y los Estados 
todavía no hemos adaptado nuestras normas a lo que dice esa Convención; y también de otras, ya que esta la 
cito como ejemplo. 


El Gobierno uruguayo presentó esta petición. No tenemos mala voluntad, pero la Oficina del Alto 
Comisionado no tiene recursos, ya que Naciones Unidas le dedica a los derechos humanos el 1% de su 
presupuesto, por lo que llevar esto adelante no es fácil. No pudimos llevar a cabo antes esta misión para 
evaluar cómo podemos otorgarle a Uruguay la asistencia técnica que nos pidió su Cancillería en Ginebra. 
Este es el objetivo de esta misión: ver en qué podemos ayudar. 


El Parlamento tiene una asesoría de la Unión Interparlamentaria que, justamente, está coincidiendo con 
nuestra misión aquí. Dicha asesoría no se refiere tanto al contenido, sino a la técnica y a las maneras de 
avanzar en el tratamiento de las Comisiones y la función de los asistentes o asesores. Lo que a nosotros nos 
interesa -es lo que nos pidió el Gobierno uruguayo; lo enaltece que tenga esta preocupación- es el contenido, 
es decir, cómo podemos introducir los nuevos conceptos de no discriminación, de igualdad de los sexos. No 
sé en Uruguay, pero en Chile recién el año pasado terminamos con la discriminación legislativa contra la 
mujer, y hace tres años con la diferencia entre hijos legítimos e ilegítimos, y otras materias de esa naturaleza. 
Por ejemplo, en los Códigos Procesales ha habido muchos avances en materia internacional. 


Entonces, lo que yo sugeriría a los señores parlamentarios es que nos ayuden a diseñar este proyecto de 
asistencia técnica. En primer lugar, quisiera que me dijeran si lo ven necesario o no. 


Entiendo que el Poder Ejecutivo lo habrá hecho porque noto esa sensibilidad en conversaciones con las 
Cámaras, pero habría que establecer cuáles son las áreas, en qué forma podríamos otorgar esta asistencia 


técnica, para que no ocurra que cuando el Uruguay presente sus informes, de acuerdo con los Tratados al 
Comité de Derechos Humanos, al Comité de Derechos Civiles y Políticos, al Comité de Defensa de los 
Derechos del Niño, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial o de la Discriminación contra 
la Mujer, que el Comité termine diciendo que está preocupado porque la legislación uruguaya no está 
conforme con el instrumento tal o cual porque existe una contradicción y es necesario arreglarla. Se trata de 
seguir trabajando, y si Naciones Unidas puede ayudar, estamos dispuestos a hacerlo, dentro de los escasos 
recursos de que se dispone. 


Me gustaría escuchar la opinión de los señores legisladores. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, quisiera expresar nuestra satisfacción por la voluntad que el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas ha puesto en una solicitud de Uruguay en un tema que, por cierto, 
nos debe preocupar especialmente a todos y en el que creo que con apertura mental y con buena 
disposición también nos permite ir viendo en perspectiva otras realidades y otras experiencias para 
avanzar. Indudablemente, los elogios son hacia otras generaciones, pero nosotros también nos sentimos 
orgullosos de la importancia de Uruguay a nivel internacional, sobre todo en la promoción del 
Derecho. Ello nos resulta de mucha satisfacción. 


El Uruguay es un Estado pequeño, con una sociedad que tiene un intenso carácter y que si no fuera por el 
Derecho internacional sería muy difícil que existiera. Entonces, lo que hay aquí es coraje, tesón y un 
concepto de nación difícil de encontrar en naciones de aluvión como es nuestro país. Si no fuera por el 
Derecho internacional, seguramente, sería muy difícil que nuestro Estado fuera consistente hoy. 
Seguramente, toda esa experiencia a nosotros nos obliga mucho. 


Yo sugerí recién a la Secretaría que obsequiáramos a los visitantes un ejemplar de un libro que se publicó en 
1999 por la Cámara de Representantes que incluye todas las normas de la legislación uruguaya vinculadas 
con los derechos humanos. Ese libro, que fue un esfuerzo editorial de la Cámara de Representantes, surgió 
con el objetivo de identificar en un mismo cuerpo todas las normas internacionales sobre derechos humanos y 
también las propias. Seguramente, de ese material surgirá esa disfonía de la que habla el doctor Garretón y se 
podrán encontrar elementos para comenzar a trabajar. 


Se me ocurre que para poner encima de la mesa formas o instrumentos para llevar adelante ese trabajo, que 
sin duda es tan importante, lo primero para nuestra percepción es analizar algún modelo o sistema de 
funcionamiento legislativo en el cual la introducción de las normas internacionales se compadezca con uno 
de las normas nacionales o, en su defecto, las normas nacionales tratan de compadecerse con posterioridad a 
la introducción de normas internacionales con esas normas. 


Es un problema que, seguramente, especialistas como el doctor Laviña conocerán con mayor profundidad 
que yo, en cuanto a los acuerdos internacionales que los países van confirmando siempre tienen una 
necesidad de introducirse en la legislación nacional, no solamente por la vía de la sanción de la ley que 
aprueba el acuerdo sino por la adaptación de la legislación nacional a esos acuerdos. Creo que puede haber, 
no solamente en la órbita de los derechos humanos sino también en otros temas una cierta modorra o falta de 
práctica para que haya una introducción inmediata de esa normativa en la legislación nacional. 


Por eso, creo que -por lo menos, es mi experiencia parlamentaria- lo más fácil sería ver los modelos que hoy 
parecen como de mejores prácticas legislativas para ver sí el problema nuestro está en las prácticas, en los 
reglamentos o en una disposición política que debe llevar a una concepción especial para tratar el tema de los 
derechos humanos en la legislación interna. Es una contribución a las interrogantes que nos hacía el doctor 
Garretón sobre todo en cuanto a cuál puede ser nuestra perspectiva de una fórmula para este trabajo. 


Agrego -el señor Presidente lo sabe mejor que yo- que para los latinoamericanos debe significar un gran 
orgullo que la Declaración Americana de los Derechos Humanos haya sido anterior a la Declaración 
Universal; si bien no ha tenido la misma dimensión propagandística, lo cierto es que en eso hemos sido muy 
avanzados y ello debe significar un compromiso hacia el futuro. 


SEÑOR PINTADO.- Yo también me sumo a la congratulación por recibir a esta delegación. 


En la misma línea que el señor Diputado Trobo, quisiera hacer una reflexión y también una denuncia, que no 
necesariamente debe ser contestada ahora sino con el envío posterior de algún material. 


Yo creo que la legislación nacional e internacional está mucho más adelante de los hechos, lamentablemente. 
En lo personal, preferiría menos legislación y más aplicación del respeto por los derechos humanos. Debe 
haber sociedades y países con hermosas legislaciones muy modernas y adaptadas pero mucho más atrasadas - 
para ser generosos- en materia de cumplimiento. Sé que la comunidad internacional puede hacer lo que puede 
hacer, pero no más, porque acá entran las voluntades políticas. No sé cuánto se está avanzando; hay algunos 
instrumentos como la Corte Penal Internacional que pueden servir para el cumplimento internacional con un 
instrumento muy globalizador que tiene sus apasionados defensores y también detractores. El tema de la 
soberanía nacional y toda esta discusión es bastante compleja, y deberíamos repensarla en esta etapa de la 
humanidad. Algunos datos planteados culminaron con un modelo de enfrentamiento internacional -por 
ejemplo la Guerra Fría-, aunque ahora hay otros, no sé si para mejor o para peor. Digo esto con mucha 
franqueza porque ahora los frentes de combate son mucho más dispersos y grandes, lo que plantea un desafío 
para la humanidad. 


Me gustaría saber cómo se percibe el avance en la concreción práctica de la legislación y del respeto de 
derechos humanos que uno ve que básicamente en algunos lados -incluido nuestro país, según el concepto 
que se tome de Derechos Humanos- hay insuficiencia en su cumplimiento. 


Además, quiero preguntar si hay algún ejemplo. El señor Diputado Trobo hablaba de modelos de adaptación 
de legislación. Siento que hay un problema en la internalización de los tratados internacionales en la medida 
que los Parlamentos están ajenos a la discusión. Somos tomadores de decisión, por sí o por no, que otros 
elaboran con mucho esfuerzo, y ese es un problema. No está escrito en ningún lado pero, en la medida en que 
hay ajenidad de los Parlamentos en la discusión que hacen los representantes de los ejecutivos, se llega a un 
tratamiento frío quizás no preferente de algunos temas, porque se tiende a discutir con mayor preferencia los 
temas nacionales; de los asuntos que no son nacionales, se considera los temas en los que los Parlamentos 
tienen un protagonismo importante. 


Por tanto, me gustaría saber si hay algún ejemplo de coparticipación de Parlamentos y ejecutivos en el 
proceso de elaboración, acuerdo y aprobación de los tratados o cómo podemos subsanarlo; esa es una de las 
carencias más importantes. Acá vemos que hay tratados o acuerdos internacionales que aprobamos diez años 
después. El hecho de estar lejos de la instancia en que se elaboró y se discutió también nos plantea una 
complicación. La distancia hace también mayor la ajenidad frente a los asuntos que se están tratando. 
Además, existe cierta incomprensión. Lo digo de modo autocrítico, más allá de que como decía el señor 
Diputado Trobo, nosotros tenemos una especie de paradoja donde lo internacional para nosotros es vital 
como nación, por el tamaño y por sus características; sin embargo a la hora de legislar el peso de lo 
internacional no se refleja. Creo que todo eso está muy vinculado a la ajenidad. 


Planteo esto que parece muy cotidiano pero que hace al asunto de cómo mejorar. Podremos mejorar mucho la 
técnica, pero en tanto la ajenidad siga estando y exista esa distancia entre la elaboración y la participación, 
tendremos problemas de internalización efectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que a iniciativa del señor Diputado Trobo se hizo un trabajo 
de recopilación y hoy es una obra presente; se la ofrecemos a nuestros invitados con mucho gusto y con 
la satisfacción de que el autor de esa iniciativa está entre nosotros. 


SEÑOR GARRETÓN.- Creo que esto aporta a nuestra misión porque parte de la evaluación ya está 
hecha. Felicito al señor Diputado Trobo por su iniciativa. 


El tema de la ajenidad es realmente fascinante. El punto es que la ajenidad tenemos que hacerla desaparecer 
en los temas de Derechos Humanos. Yo diría al señor Diputado que acortar la ajenidad entre las instituciones 
nacionales y las normas internacionales de Derechos Humanos es una agenda pendiente que podríamos 
incluir en un programa de asistencia técnica. El tema de los Derechos Humanos no puede ser ajeno. 
Básicamente es de ciudadano propio; es de cercanía, inclusive, entre el órgano legislativo, los órganos del 
Estado y la sociedad civil. Eso es lo que hay que achicar. 


La comunidad internacional, con los tratados internacionales -además hay declaraciones y otros 
instrumentos-, procura achicar esa distancia; hacerla menos ajena. Pero para ello, también debemos educar - 
perdóneseme la arrogancia- no solo a los parlamentarios sino al pueblo para que sepa que es titular de 
derechos, para que no se sienta ajeno y para que sienta que eso que se discute en Ginebra, en Nueva York o 
en Viena es para él. 


El señor Diputado coloca un problema técnico que es complicado de resolver: cómo integrar parlamentarios 
en las discusiones de los tratados. Todos sabemos que si algo no les gusta a los parlamentarios no la ratifican, 
pero eso no es tan sencillo porque queda fuera de todo o asume algo que no le gusta. Entonces, habría algo 
para mejorar. Yo presidí la delegación chilena a la Conferencia Mundial de Viena a la cual fueron dos señores 
Diputados de mi país; en la delegación ¡ba a ir un señor Senador quien luego no fue. Además, los dos señores 
Diputados se volvieron al segundo día. Al final, terminó asistiendo el ejecutivo como de costumbre. Esas son 
cosas que tenemos que mejorar y debemos tener un buen espíritu para hacerlo. 


¿Cómo se puede observar esto? En Europa, a cada rato, la Unión Europea adopta nuevos tratados y cambia su 
constitución. Eso es generar una dinámica interna dentro de los países que tienen que adecuarse a la nueva 
legislación que hicieron sus representantes en Bruselas y, a los dos meses o cuatro meses, están todos los 
procesos legislativos internos de los países adaptándose a lo que se convino en Maastrich, en Niza, etcétera; y 
hay plazos. 


Por ejemplo, en mi país celebramos un tratado de libre comercio con Estados Unidos. Estamos apurados 
cambiando todo lo que pueda entorpecer en nuestra legislación para adaptarnos al tratado con Estados 
Unidos, y no tenemos la misma celeridad -y pasan diez años como dijo el señor Diputado Pintado- cuando se 
trata de Derechos Humanos. Debemos asumir que un tratado de Derechos Humanos tiene mucha importancia 
y que puede ser incorporado al derecho interno para que el ciudadano pueda usarlo e invocarlo ante las 
cortes; ese es un trabajo que tenemos que hacer entre todos. Si podemos asistir en eso, honestamente sería un 
gran triunfo para nosotros. 


El proceso de educación en Derechos Humanos no es enseñar a los niños en el colegio que hay que ser 
solidario con el compañero, aunque hay que hacerlo. Eso también es para nosotros, para los mayores, para los 
legisladores, para los Jueces, para los policías, para los militares; habría que crear instituciones que se 
vincularan con el tema de los Derechos Humanos. Ustedes, Chile y Brasil somos los tres únicos países de 
América Latina que no tenemos un defensor del pueblo. Pensemos por qué no creamos uno. Aquí se me ha 
dicho que gran parte del tiempo que utilizan las Comisiones como esta está destinado a audiencias, a 
escuchar a personas que vienen con quejas. Creo que eso es residual en la función del parlamentario; para eso 
debe haber un defensor del pueblo, un organismo del Estado que asuma esas quejas, las procese, y formule 
las recomendaciones pertinentes. Esa es una idea que se me está ocurriendo en este momento pero, 
realmente, noto que la sensibilidad existe y eso es lo más importante. En los temas de derechos humanos la 
técnica es después del interés; primero el interés y después vendrá la técnica, porque de lo contrario no 
ganamos nada. 


Los señores Diputados decían que hay países que tienen legislaciones fantásticas y no se cumplen. Quiero 
decir que conozco dos países del mundo que tienen en su institucionalidad un Ministerio de Derechos 
Humanos; me refiero a la República Democrática del Congo y Burundi. ¿Y como se respetan los derechos 
humanos de esos países con Ministro y todo? Es básicamente de espíritu e interés. Eso lo noto, y lo tenemos 
muy presente en el informe de evaluación de las necesidades que tuvimos que elaborar. 


SEÑORA ALBERO.- Simplemente quisiera hacer un breve comentario en esta línea. Lo que se está 
haciendo en algunos Parlamentos para reducir la ajenidad es discutir los informes que el Estado 
presenta ante los comités, en conformidad con las obligaciones que ha contraído. Esa es una manera 
real de reducir esa ajenidad. Nos ha llegado información de que el Poder Ejecutivo está preparando el 
informe para el Comité de los Derechos del Niño. Si ese informe en lugar de ir directamente a Ginebra 
se discutiera en el Parlamento, se acercarían mucho más los procesos. Simplemente es una idea. 


SEÑOR TROBO.- Quiero hacer un breve comentario dirigido a lo último que se ha dicho. 


Nosotros conocemos ciertas experiencias de gestión. El Poder Ejecutivo, antes de asistir a una negociación 
internacional, establece una serie de bases de acción, de acuerdos con las mayorías parlamentarias. Sé que en 


Chile -según me han comentado algunos colegas- se ha hecho en algunos casos. Inclusive, en el Tratado 
Comercial con los Estados Unidos hubo una intensa negociación política previa a la bilateral y se dio una 
continuidad en el análisis parlamentario de los pasos que se iban dando en la negociación bilateral. 
Seguramente, ese puede ser un buen elemento. En ese sentido -quizás no con mucha intensidad- Uruguay está 
buscando algunos espacios de negociación interna para algunos temas antes de trabajar a nivel internacional, 
pero creo que hay que ir mucho más a fondo. 


El doctor Garretón tiene razón cuando dice que a veces estamos más apurados con los temas comerciales y 
económicos que por los de los derechos humanos. Hoy en día estamos preocupados por la 
internacionalización de normas, por ejemplo, a nivel de MERCOSUR. Precisamente, la preocupación se debe 
a que del 100% de las normas aprobadas, solamente están internacionalizadas el 45%. O sea que nuestros 
Poderes Ejecutivos se comprometen en primer y segundo nivel a través del Consejo del MERCOSUR y, 
obviamente, de las declaraciones de los Presidentes, pero luego las normas no se aplican en virtud de que no 
vivimos en un régimen de supranacionalidad -en el caso del MERCOSUR- en contraposición a lo que existe 
en Europa. En ese continente existe supranacionalidad y la obligación de introducir esas normas de carácter 
comunitario, con el perjuicio de salir del acuerdo si eso no se cumple, que es un paso superior de la 
integración. Admito esto como ejemplo respecto de lo que puede ser la introducción de normas dentro de un 
acuerdo, pero no lo considero como un ejemplo para este tema, porque en el tema de los derechos humanos 
no hay supranacionalidad y, por tanto, esa obligación no existe. O sea que debemos tener en cuenta la 
voluntad -como el doctor Garretón decía al principio-, que es lo principal. Por cierto, en ese sentido tenemos 
que cooperar para que ello sea así. 


Agregaría otro punto que me parece importante. Creo que también es bueno poder diseñar un sistema de 
análisis para saber en qué temas, en qué capítulos y en qué rangos esos tratados internacionales son aplicables 
a la vida interna de los Estados. Digo esto porque los sistemas de análisis de la legislación deberían 
considerar qué tipo de leyes deben ser analizadas, a los efectos de hacer un estudio más franco y rápido de la 
aplicación de las normas internacionales a las normas nacionales. Creo que este puede ser un elemento 
técnico práctico que puede ayudar a desarrollar el tema. 


A continuación, voy a pedir licencia a la Comisión para hacer una pregunta que está fuera del tema que nos 
ha planteado el señor Representante del Alto Comisionado. Quiero referirme a una situación que se da en 
América Latina y que está siendo analizada por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede hacerlo, señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.- Quiero referirme a la resolución de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas, vinculada con la visita de un representante del Alto Comisionado a Cuba. Obviamente, el 
doctor Garretón no está obligado a responderla. Si no desea hacerlo lo consultaremos en otro momento 
pero, realmente, nuestro interés en relación a la situación de Cuba y a los derechos humanos es de 
cooperación. Básicamente, queremos ayudar a que el pueblo de Cuba pueda disfrutar como nosotros 
de espacios de libertad adecuados. En ese sentido, sabemos que se han tomado algunas decisiones 
políticas importantes y queremos saber cuál es el trámite que han llevado y en qué situación se 
encuentra esa cuestión hoy en día. 


SEÑOR GARRETÓN.- La Comisión de Derechos Humanos, por una mayoría -no recuerdo 
exactamente, pero fue estrecha- solicitó al Alto Comisionado que designara un representante para que 
visitara Cuba e informara sobre la situación de los derechos y la posibilidad de asistencia. Quien habla 
también fue relator de derechos humanos en el Congo durante ocho años, y esos informes me 
pertenecen como relator. Si la Asamblea General los aprueba, la Comisión me renovará el mandato o 
no. En ese caso podremos decir que Naciones Unidas condenó o no, pero mientras tanto ese informe 
pertenece al experto nombrado. Pero esto es una decisión de Estados y no de la Secretaría y, finalmente 
el Alto Comisionado es un funcionario de la Secretaría, es un empleado como cualquier otro, si bien de 
alto nivel, pero de la Secretaría; él cumple el mandato. Si los Estados me piden que nombre a un 
experto, lo hago y me desentiendo del contenido del informe. El informe le va a pertenecer al experto 
que, en este caso, es la señora Christine Chanet, que es experta en derechos humanos. Ella fue 
miembro del Comité contra la Tortura, del Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos -que se 
llama Comité de Derechos Humanos- y es Jueza de la Corte de Casación francesa. El Alto 


Comisionado solicitó a la señora Chanet que realizara una resolución, porque lo único que este hizo fue 
nombrarla -porque fue lo que le dijeron que hiciera- y lo único que hará, además, será prestarle la 
cooperación funcionaria, es decir, alguien que la acompañe y le haga las citas, pero no más que eso. 


En la resolución que solicita que se nombre un representante se le pide que solicite al Gobierno de Cuba que 
coopere. También se le pide que tenga en cuenta toda la información que pueda producir el Gobierno 
Cubano, otros Gobiernos, las instituciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales. 
Asimismo, se le pide al Gobierno cubano que colabore y que lo deje entrar al país. Hasta el momento el 
Gobierno cubano no ha dejado entrar al país a la señora Chanet. Esta resolución es del año anterior. El año 
pasado no la dejó entrar, y este año, todavía no la ha dejado entrar -quizás quienes me acompañan hayan 
escuchado algo más en la Secretaría- y no creo que la deje hacerlo. Sin embargo, esto no invalida el informe 
que pueda hacer la señora Chanet. Esto lo conozco porque en esta materia no sólo fui relator sino que el 
primer relator que existió fue para Chile, mi país, en el año 1975, en la época de Pinochet, que nunca dejó 
entrar al relator hasta 1985. Y hacía unos informes estupendos, sin haber puesto los pies en Chile. De manera 
que ella va a poder hacer su informe aunque el Gobierno cubano no colabore. Lamentablemente, hay 
carencias. Cuando no me dejaron entrar al Congo me quedé dos años recibiendo información parcializada 
que tenía que evaluar en condiciones más difíciles, y después me dejaron entrar de nuevo. A uno le interesa el 
diálogo con el Gobierno, porque finalmente lo que importa es que las condiciones mejoren, y si no hay 
diálogo, es difícil. 


Eso es lo que le puedo decir; no puedo relatarle el contenido del informe porque no me pertenece ni 
pertenece a la oficina, pertenece a este experto. Creo que una manera genial que se ha inventado para evaluar 
la situación de los países es ubicar a alguien llamado experto independiente. Se llama experto independiente 
porque no pertenece a ese Estado y tampoco a las Naciones Unidas. Se supone que es un señor que sabe algo; 
el informe lo hace él. Después los otros Estados veremos si lo hizo bien o mal. Y si lo hizo bien, se le renueva 
el mandato, y si lo hizo mal, se cambia. De fondo, no le puedo decir nada más, señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.- Le agradezco la respuesta, porque mi propósito era conocer el proceso y el 
momento en el que estamos y no el contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, debido a que ya está sesionando la Cámara de 
Representantes no podemos seguir reunidos. 


Solo nos resta agradecer la presencia de la delegación del Alto Comisionado de las Naciones Unidas y 
decirles que estamos complacidos y dispuestos a colaborar para que se cumpla esa función de asesoramiento 
al Parlamento uruguayo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


